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CAPÍTULO VI
APORTES PARA LA REALIZACIÓN DE LO 
HUMANO EN COLOMBIA
El capítulo precedente mostró cómo la inversión en “capital social” busca la con-
fianza de los inversionistas y cómo estos se apoyan en los Estados, que deben 
garantizarle sus ganancias. En el presente capítulo se analiza la manera cómo el 
Estado-nación, en el contexto de los procesos actuales de acumulación de capital 
a escala mundial, traza el campo y las reglas de juego para los actores de la glo-
balización, siendo éste el principal obstáculo para la realización de lo comunal y 
de lo humano en los pueblos latinoamericanos. De nuevo, se discute el caso de 
Colombia en perspectiva latinoamericana. 
1. Nuevas posibilidades de organización social
El primer acto del maestro es introducir la idea de que el mundo que 
creemos ver es sólo una visión, una descripción del mundo. Cada es-
fuerzo del maestro se dirige a demostrar este punto al aprendiz. Pero 
aceptarlo parece ser una de las cosas más difíciles de hacer; estamos 
complacientemente atrapados en nuestra particular visión del mundo, 
que nos compele a sentirnos y a actuar como si supiéramos todo lo que 
hay que saber acerca del mundo. Un maestro, desde el primer acto que 
efectúa, se propone parar esta visión (Castaneda, 2013, p. 267).
La organización social capitalista ha convertido al hombre en un ser que sucumbe 
ante el mundo fetichizante de la mercancía y las trabas e imposiciones del Estado. 
Autores como Michel Foucault -en sus trabajos sobre Seguridad, Territorio, Pobla-
ción-, Boaventura de Sousa Santos -en la idea de Refundación del Estado moder-
no-, y Pablo Dávalos -en sus análisis sobre la democracia disciplinaria-, señalan la 
necesidad de experimentar nuevas posibilidades de organización social, de crear 
conceptos, de dar sentido al mundo, de nombrar el mundo y a nosotros mismos de 
otras maneras. En este capítulo se toman como recorte analítico las posturas de 
estos pensadores en relación con las apuestas de organizaciones internacionales 
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como la OECD, la FAO y las políticas del Estado colombiano en lo atinente al desa-
rrollo rural y la producción de alimentos. 
Michel Foucault se pregunta “¿cuál será en ese momento el hecho que interrum-
pa o detenga la gubernamentalidad indefinida del Estado?” (Foucault, 2006, p. 
407). La sociedad puede interrumpir esta gubernamentalidad del Estado: “el día 
en que la sociedad civil haya podido liberarse de las coacciones y tutelas del Es-
tado, cuando el poder estatal haya podido por fin ser reabsorbido en ella –una 
sociedad civil a cuyo respecto intente mostrarles que nacía en la forma misma, 
el énfasis mismo de la razón gubernamental-, de resultas, el tiempo, si no de la 
historia, sí al menos de la política, habrá terminado” (Foucault, 2006, p. 407). 
El pensador francés, con respecto a los lazos de sujeción y obediencia total y ex-
haustiva al Estado, señala que se despliegan contraconductas que tienen el si-
guiente sentido: “debe haber un momento en que la población, en su ruptura con 
todos los lazos de la obediencia, tenga efectivamente el derecho, en términos no 
jurídicos sino de derechos esenciales y fundamentales, de romper los vínculos de 
obediencia que pueda mantener con el Estado y levantarse contra él para decir: 
esas reglas de obediencia deben ser remplazadas por mi ley, la ley de mis exi-
gencias, la ley de mi naturaleza misma de población, la ley de mis necesidades 
fundamentales. Escatología, por consiguiente, que adoptará la forma del derecho 
absoluto a la revuelta, a la sedición, a la ruptura de todos los lazos de obediencia, 
el derecho a la propia revolución” (Foucault, 2006, p. 407).  
Con relación al Estado como poseedor de la verdad -sobre los hombres, sobre la 
población, sobre el territorio-, las contraconductas oponen: “la nación misma, en 
su totalidad, debe ser capaz en un momento dado de poseer exactamente, tanto 
en cada uno de sus puntos como en su masa, la verdad acerca de su identidad, acer-
ca de lo que quiere y lo que debe hacer… de una u otra manera, ya no toca al Estado 
tener el patrimonio de la verdad, de la sociedad, la verdad del Estado, la razón del 
Estado; su titular debe ser la nación entera” (Foucault, 2006, p.p. 407-408). 
Para Foucault, es imprescindible hacer de la libertad un problema estratégico, por 
lo cual, es necesaria una ética en la que las técnicas de gobierno, las reglas de de-
recho y la práctica de sí regulen las relaciones de poder que se dan a todos los nive-
les en el campo social, es decir, una ética que surja de una reflexión crítica en con-
tra de los abusos del poder y que permita fundar la libertad individual y construir 
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espacios de libertad en los que sea posible la creación, la invención de uno mismo, 
pues, no existe un punto de resistencia más útil al poder político que el que se en-
cuentra en la relación de cada uno para consigo mismo (Foucault, 1994).
2. Transformaciones y experimentalismo
Boaventura de Sousa Santos (2010), señala las dificultades de pensar el fin del 
capitalismo, el fin del colonialismo, la refundación del Estado. La tradición críti-
ca Eurocéntrica no es suficiente para pensar este tipo de transformaciones. Las 
luchas contra el capitalismo, en Latinoamérica, el continente de la esperanza, se 
han protagonizado por grupos sociales como indígenas, mujeres, afrodescen-
dientes, piqueteros, desempleados, los cuales no fueron previstos por la teoría 
crítica Eurocéntrica. La refundación del Estado implica un cambio cultural, una 
apuesta por una sociedad otra, “la refundación del Estado no implica cambiar so-
lamente su estructura política, institucional y organizacional; más bien, requie-
re cambiar las relaciones sociales, la cultura y, en especial, la economía” (Santos, 
2010, p. 70). Lo que caracteriza mejor la naturaleza política del proceso histórico 
de refundación del Estado es el experimentalismo, es decir, no hay recetas.
Una de las ventajas del experimentalismo es permitir una suspensión relativa de 
los conflictos y la creación de una semántica política ambigua en la que no hay 
vencedores ni vencidos definitivos. Crea un tiempo político que puede ser pre-
cioso para disminuir la polarización. Esta eficacia política es la dimensión instru-
mental del Estado experimental. Sin embargo, su defensa debe basarse en una 
cuestión de principios, ya que permite al pueblo mantener por más tiempo el po-
der constituyente, por todo el tiempo en que la experimentación tiene lugar y las 
revisiones son decididas. Se trata, en consecuencia, de un proceso constituyente 
prolongado que genera una tensión continuada entre lo constituido y lo constitu-
yente (Santos, 2010, p. 111).
Pablo Dávalos dice enfáticamente que cuando se habla de Estado de derecho, no 
debe pensarse en que el Estado va a garantizar los derechos humanos. El Estado 
de derecho para este autor significa garantizar, velar y proteger los derechos de 
propiedad; no los derechos humanos, no los derechos de los consumidores. Cuan-
do se piensa en Estado de derecho, se piensa que se hace referencia a un Estado 
que tiene que ver con los ciudadanos, pero no es así. El Estado de derecho es un 
Estado que defiende el derecho de propiedad. 
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En efecto, el Estado social de derecho es el formato que permite la emergencia 
y constitución del sector privado -vale decir las corporaciones transnacionales y 
la finanza internacional-, bajo el estatuto de “inversionistas” y sus decisiones se 
inscriben al interior de ese formato como “inversiones”. Ambos, inversionista e 
inversiones, están protegidos por la cobertura constitucional de los derechos es-
tablecida en esta forma contractual de Estado social de derecho. De esta manera, 
el Estado-nación no puede hacer absolutamente nada para proteger el interés 
general si es afectado por las decisiones de los inversionistas, justamente porque 
ha sido declarado como Estado social de derecho y como tal tiene que garanti-
zar el cumplimiento y aplicación de los derechos, básicamente, los derechos de 
propiedad. Su política pública tiene que atenerse estrictamente a los límites de-
rivados de la rectoría y la regulación. Su espacio de intervención en la sociedad 
está acotado. Como Estado de seguridad jurídica debe proteger al inversionista 
al costo incluso de criminalizar a su sociedad. “Como Estado social de derecho, 
el Estado-nación está abierto para la convergencia jurídica de la globalización” 
(Dávalos, 2011, p. 279).
“El problema político, ético, social, filosófico de nuestros días no es tratar de libe-
rar al individuo del Estado, ni de las instituciones del Estado, sino liberarnos a la 
vez del Estado y del tipo de individualización que está ligado a él” (Foucault, 1991, 
p. 69), por lo cual, debemos promover nuevas formas de subjetividad por medio 
del rechazo de este tipo de individualidad que se nos ha impuesto durante siglos. 
Para ello es necesario hacer de la libertad un problema estratégico. La libertad 
puede considerarse como el problema ético-político fundamental de nuestro 
tiempo, dado que el hombre se encuentra abandonado a la satisfacción represiva 
que la sociedad le ha impuesto, atomizado, sometido al poder político, el cual se 
manifiesta como una fuerza extraña y hostil a su voluntad individual, y al Estado 
cuya tarea esencial ha sido reforzar la dominación, el sometimiento, el despotis-
mo, el extrañamiento y la violencia de lo existente, lo cual no significa que existe 
una naturaleza humana o un fondo humano que por mecanismos de represión 
como consecuencia de un determinado número de procesos históricos, económi-
cos y sociales se ha visto enmascarado, alienado o aprisionado y que bastaría un 
proceso de liberación para que el hombre haga saltar los cerrojos represivos para 
reconciliarse consigo mismo. 
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3. Crisis humanitaria y desarrollo rural
En este apartado se analizan críticamente las apuestas de organismos multilate-
rales como la OECD, la FAO y el Estado colombiano en la construcción de políticas 
públicas de desarrollo rural en Colombia que van en contravía de los intereses 
de las comunidades. Aunque la OECD/FAO (2016), consideran que los sistemas 
alimentarios y agrícolas satisfacen una amplia gama de funciones vitales para el 
bienestar de la humanidad, su visión de seguridad alimentaria mundial obedece a 
los intereses de multinacionales que se reparten el mercado mundial de alimen-
tos. En diversos documentos presentan sus enfoques de desarrollo económico ru-
ral y general6. Las perspectivas de la agricultura mundial a mediano y largo plazo 
de la OCDE-FAO se basan en una creciente demanda de alimentos, forrajes y ma-
terias primas para usos industriales, la cual requiere un significativo crecimiento 
en la producción en condiciones de decreciente disponibilidad de tierras y agua 
en muchas zonas del mundo, intensificadas por los efectos del cambio climático. 
La OCDE/FAO (2016) ven en la agricultura un sector clave para el logro de muchos 
objetivos de la Agenda para el Desarrollo Sostenible 2030 (ONU, 2015), cuyo pro-
pósito declarado pero no buscado, es acabar con la pobreza y el hambre y promo-
ver la prosperidad y el bienestar de las personas, al tiempo que se proteja el medio 
ambiente7. La OCDE/FAO (2016) no reconocen la posibilidad de que sus políticas, 
inscritas en el marco del crecimiento económico, son las responsables de una 
desigual disponibilidad mundial de los alimentos que lleva a una parte de la po-
blación mundial a la subalimentación y diversas formas de malnutrición, como se 
puso de relieve en la Segunda Conferencia Internacional sobre la Declaración de 
la Nutrición 2014 (FAO/OMS, 2014). 
La ONU/FAO (2016) contemplan que la estabilidad y confiabilidad de la oferta de 
alimentos están en riesgo en una amplia gama de regiones geográficas y zonas cli-
máticas, debido a los efectos del cambio climático. Sin embargo, la vulnerabilidad de 
los sistemas de producción de alimentos se debe a un modelo de producción de ali-
mentos que enfatiza en el monocultivo, la transgénesis y el uso de agroquímicos. En 
otras palabras, aunque la ONU/FAO (2016) sostengan que la agricultura y la cadena 
alimentaria tendrán que adaptarse al cambio climático y contribuir a los esfuerzos de 
6  Se pueden consultar las páginas web de la OECD y de la FAO, donde se hallan las distintas políticas que a 
mediano plazo (2025, 2030, 2050, 2060) se presentan.
7  Un análisis de por qué y cómo resultan irreconciliables el crecimiento económico y la preservación del medio 
ambiente se halla en Ángel (2016). 
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mitigación, lo que realmente tienen que hacer las sociedades rurales en Colombia 
y en el mundo es prepararse para los embates que gobiernos y multinacionales 
tienen previstos para llevar a cabo sus políticas. Teniendo en cuenta esta postura, 
se realiza, en adelante, un análisis de las políticas de desarrollo rural adoptadas 
por el Estado colombiano, con miras a establecer el papel de éste en la crisis hu-
manitaria que vive el país.  
OCDE/FAO (2016) ofrecen las perspectivas agrícolas que pretende agenciar el capita-
lismo mundial para el período 2016-2025. Se trata de un esfuerzo conjunto de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos –OCDE- y la Organización 
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) por aprovechar las 
experiencias de control biopolítico de ambas organizaciones en cuanto a productos 
básicos, políticas y países, así como la aportación de los países miembros colaborado-
res, para así proveer una evaluación anual de las perspectivas para la próxima década 
de los mercados nacionales, regionales y mundiales de los productos básicos agrí-
colas. Estas perspectivas confirman el creciente papel del comercio en la seguridad 
alimentaria mundial, ya expresado en el denominado “paquete de Nairobi”, adop-
tado en la Décima Conferencia Ministerial de la OMC en diciembre de 2015, el cual 
contiene decisiones que constituyen un paso importante en la reforma del comercio 
agrícola, en particular en relación con la competencia de las exportaciones y temas 
como la eliminación de las subvenciones a la exportación y sanciones a los créditos 
a la exportación, ayuda alimentaria y empresas comerciales estatales (OMC, 2015). 
La OECD, a través de sus documentos y demás acciones, busca la generación y puesta 
en marcha de políticas públicas en los países del mundo, que contribuyan a la realiza-
ción de sus programas, agendas y políticas -tal es el caso de la Conferencia Ministerial 
de Agricultura de la OECD celebrada en abril de 2016 con el tema “Mejora de políticas 
públicas para lograr un sistema alimentario mundial productivo, sostenible y resis-
tente”-.  Para los pueblos y comunidades de países como Colombia, que apuntan a 
ser parte de la OECD, esto resulta nefasto, pues las políticas estatales enfatizan en el 
cumplimiento a pie juntillas de los dictámenes de estos organismos multilaterales, lo 
cual deja sin posibilidad de decisión a las sociedades rurales.
En Colombia, las políticas agrarias y de desarrollo rural agenciadas por el Esta-
do, se inscriben en el hegemónico proyecto económico neoliberal, nefasto para la 
sociedad colombiana, en tanto que debilita su economía, provoca niveles elevados 
de pobreza (Tabla 2), se articula con la economía internacional del narcotráfico y la 
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profundización y prolongación de la guerra (Fajardo, 2015, p. 391).  Chavarro (2017) 
se refiere a este fenómeno como historia de la desagriculturización, o pérdida de la 
importancia de la tierra, que en las últimas tres décadas opera bajo el dispositivo en-
foque-territorial, el que comprende varios prototipos conceptuales de relevo como 
agricultura ampliada e industrialización de la agricultura, multifuncionalidad de la 
agricultura, y nueva ruralidad. 
Tabla 2. Pobreza en Colombia (nacional, rural y urbana)
1978 1998 1995 1999
Pobreza (%)
Nacional 80 65 60 64
Urbana 70 55 48 55
Rural 94 80 79 79
Pobreza extrema (%)
Nacional 45 29 21 23
Urbana 27 17 10 14
Rural 68 48 37 37
Brecha pobreza (%)
Nacional 46 32 29 34
Urbana 35 23 19 26
Rural 61 43 40 44
Inequidad de ingresos (GINI)
Nacional 0,53 0,54 0,56 0,57
Urbana 0,47 0,49 0,52 0,54
Rural 0,45 0,47 0,45 0,50
Veces que el 20% más rico es del 20% más pobre
Nacional 17,17 17,58 17,16 20,17
Fuente: Chavarro (2017).
Para Bogliacino y Rojas (2017), Colombia es un país con alta desigualdad con reducción 
contenida o incremento.  Desigualdad que es correlato de la inequidad de tierras y la 
desagriculturización y de la apuesta del Estado colombiano por el enfoque-territorial 
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que busca armonizar sostenibilidad y crecimiento económico. En este contexto cabe 
mencionar que la proyección de la OCDE/FAO (2016) del crecimiento en el comercio 
de alimentos se basa en unos cuantos productos comerciales que tienden a desplazar 
la biodiversidad existente en las economías campesinas. 
Este crecimiento en el comercio de alimentos (Figura 3) está repartido para los dis-
tintos países por la OCDE/FAO (2016), considerando la superficie y el rendimiento por 
regiones para los mercados agrícolas mundiales y nacionales (Figura 4). Para América 
Latina y el Caribe, el aumento de la superficie agrícola es el principal motor, pero debi-
do sobre todo a la expansión del monocultivo de soya en Brasil y Argentina. 
 
 
Figura 3. Crecimiento en el comercio. Crecimiento anual en volumen
Fuente: OCDE/FAO (2016) 
 
Figura 4. Superficie y rendimiento por regiones. Crecimiento en superficie y rendimiento 
2025 vs. 2013-15 (izquierda) y proporción de superficie agrícola en 2025 (derecha)
Fuente: OCDE/FAO (2016)
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Trujillo (2015) señala enfáticamente que en Colombia “las instituciones no fun-
cionan” y que “el Estado se ha vuelto regulador y policivo en exceso. Incluso ge-
nera más problemas que soluciones”.  Autores como García y Espinosa (2012) 
sostienen que la presencia del Estado en todo el territorio nacional es un pro-
pósito constitucional que no se cumple de manera absoluta y que hay porciones 
del territorio, tanto urbanas como rurales, en donde la capacidad del Estado para 
imponerse, para hacer cumplir sus cometidos y para proteger los derechos de las 
personas es insuficiente. Otálvaro et al. (2012) sugieren una relación directamen-
te proporcional entre la presencia del Estado -por ejemplo, bases militares-, y la 
violación de los derechos humanos. A través de programas culturales, recreativos 
y educativos, el Estado colombiano infiltra la vida comunitaria y genera violación 
sistemática y generalizada de los derechos humanos y de la dignidad humana: 
“algunas personas denunciaron que las instalaciones de la Escuela Amor al Niño, 
que inicialmente habían sido dispuestas por la alcaldía para albergar diversas 
iniciativas y organizaciones de la comunidad relacionadas con la cultura, la re-
creación, la formación, finalmente fue convertida en base militar” (Otálvaro et al., 
2012, p. 112). 
El acceso y aprovechamiento universal de la tierra es el factor desencadenante 
del conflicto político, social y armado en Colombia, pues, “a lo largo de varios de-
cenios se han afirmado las tendencias hacia la concentración de la propiedad y la 
exclusión de los sectores más vulnerables, con efectos negativos y diversos para 
la sociedad en su conjunto, incluyendo su incidencia en la profundización y pro-
longación del conflicto social armado, al cual se han asociado otros procesos de 
origen interno y externo” (Fajardo, 2015, p. 354-355). Las políticas estatales de 
apropiación, uso y tenencia de la tierra han sido motores del origen y la perdu-
ración del conflicto armado. “El desarrollo rural, el modelo de desarrollo agrario; 
el abastecimiento alimentario; y el desplazamiento forzado son tres ámbitos de 
impacto del conflicto político, social y armado en Colombia” (Fajardo, 2015, p. 
389).  “El proyecto económico, en Colombia es parasitario, no genera empleo ni 
desarrollo, depreda los recursos naturales y se apoya en una política fiscal amiga-
ble con capitales de procedencia dudosa” (Fajardo, 2015, p. 390). El mismo autor 
plantea desde una perspectiva histórica:
La persistencia histórica de los conflictos armados en Colombia está 
estrechamente ligada con la resistencia de los intereses económicos 
y políticos dominantes a incorporar normas y prácticas que permitan 
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ejercer la justicia y disminuir la inequidad y la exclusión. Por otra parte, 
el desbordamiento del capital financiero, alimentado por los ingresos 
del narcotráfico, ha restado viabilidad al desarrollo productivo del país; 
la preminencia de las actividades especulativas ha generado la apa-
rente contradicción de un “crecimiento sin empleo”, que en realidad 
corresponde a un crecimiento especulativo generador de subempleo, 
informalidad y, en general pobreza (Fajardo, 2015, p. 391).
Aunque los efectos políticos, sociales y económicos de la guerra llevan al gobier-
no a considerar el tema de la restitución de tierras, al hacerlo en el marco limitado 
del modelo de desarrollo económico, se da fuerza a los propósitos estratégicos 
de “desmantelar la territorialidad campesina y garantizar al capital privado y a 
las empresas multinacionales el control de los recursos naturales. Los extensos 
procesos de apropiación de tierras campesinas y baldíos impulsados por el des-
plazamiento masivo de estas comunidades han beneficiado no solo a las agricul-
turas de plantación, sino también a grandes proyectos mineros, energéticos, de 
infraestructuras” (Fajardo, 2015, p. 392-393).
Estas condiciones expresan cómo ocurren en el país las tendencias ha-
cia la “acumulación por desposesión” y la “destrucción del trabajo”, im-
plantadas a través del terror estatal y para- estatal, aplicados de mane-
ra sistemática para la destrucción de las comunidades, la expropiación 
de sus tierras y territorios y el éxodo sin retorno de los sobrevivientes 
(Fajardo, 2015, p. 397).
Giraldo (2015), en sus “Aportes sobre el origen del conflicto armado en Colom-
bia, su persistencia y sus impactos”, analiza hechos, situaciones y procesos his-
tóricos del conflicto político, social y armado en Colombia ubicándolo dentro de 
la etapa histórica moderna que se inspira en las revoluciones de los siglos XVIII 
y XIX y la conformación, en el siglo XX, de la Organización de Naciones Unidas. 
En el marco conceptual utilizado por Giraldo se resalta que la Declaración de los 
Derechos Hombre y del Ciudadano de la Revolución Francesa, la Declaración de 
Independencia de los Estados Unidos y la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, proclamada por la ONU en 1948 reconocen la rebelión “como RE-
CURSO SUPREMO al cual puede acudirse cuando los derechos humanos no son 
protegidos” (Giraldo, 2015, p. 408).  La historia colombiana, durante el siglo XX, 
genera las condiciones de posibilidad para la agudización del conflicto armado. 
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Restrepo y Bernal (2014) en La cuestión Agraria, se refieren a las cifras de concen-
tración de la propiedad de la tierra, problema que afecta a comunidades indíge-
nas y afrocolombianos también.
El Estado colombiano utiliza estrategias antidemocráticas para favorecer los in-
tereses de la élite dominante y de las corporaciones multinacionales -o inversio-
nistas-. El paramilitarismo es la estrategia más efectiva que históricamente ha 
utilizado el Estado colombiano; “el Estado sigue utilizando su potencial bélico, 
cada vez más fuerte y poderoso, para forzar las opciones políticas de sus ciuda-
danos en beneficio de los intereses de la élite dominante, y continúa combinando 
todas las formas de lucha, incluyendo el terror militar y judicial contra los más vul-
nerables, para aniquilar las opciones alternativas de sociedad” (Giraldo, 2015, p. 
445). El Centro Nacional de Memoria Histórica, con relación al despojo de tierras 
en las zonas de conflicto armado, considera que “ las entidades estatales encar-
gadas de la atención de las víctimas, las organizaciones de derechos humanos y 
los investigadores académicos subrayan la intención de los actores armados de 
apropiarse de las tierras de los campesinos, ya sea para fines de control territorial 
(como en el caso de la guerrilla) y/o para la obtención de rentas y la implantación 
de proyectos productivos (como en el caso de los paramilitares). Se argumenta 
asimismo que el abandono forzado de tierras ha sido aprovechado por actores 
civiles (empresarios, comerciantes, políticos, especuladores en bienes raíces, etc.) 
para adquirir tierras a bajo precio, desconociendo incluso las medidas de protec-
ción de predios en zonas afectadas por el conflicto armado” (Centro Nacional de 
Memoria Histórica, 2016).
La OCDE, la FAO y el Estado colombiano tienen una visión de la producción de ali-
mentos para una sociedad distinta a la de los campesinos colombianos. El agro-
negocio constituye sólo una parte de la producción de alimentos en el mundo. Y 
no es la más importante, puesto que los alimentos consumidos por humanos son 
producidos mayoritariamente por organizaciones campesinas (Mançano, 2017, 
p. 32). Para la población campesina mundial, el alimento no es una mercancía: “El 
campesinado trabaja con la agricultura, mientras que las corporaciones hacen 
agronegocio, lo que constituye una diferencia importante para pensar sus res-
pectivos territorios” ((Mançano, 2017, p. 32). Los proyectos de desarrollo rural en 
Colombia son determinados por el agronegocio (Nieto, Vallejo y Giraldo, 2016). La 
OCDE, la FAO y el Estado colombiano buscan subordinar las economías campesi-
nas a las políticas del agronegocio, de allí que las organizaciones campesinas al 
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apostar por la soberanía alimentaria -y no por la seguridad alimentaria-, por la 
defensa de la producción social y por formas de relacionarse con la naturaleza 
distintas a la del capital corporativo transnacional que ve la Tierra como una gi-
gantesca despensa que hay que saquear para obtener ganancia, chocan con los 
intereses del Estado colombiano, de la OCDE, de la FAO y demás organizaciones 
multilaterales que promueven el agronegocio en el mundo. Enfrentamiento en 
el cual la violencia del Estado colombiano es ejercida de modo brutal contra las 
poblaciones rurales que no ceden al modelo agroexportador, minero o energé-
tico del país (Alba-Maldonado, 2015; Banguero, Rosero y Giraldo, 2012). 
Conclusiones
Finalmente, terminamos este capítulo, esperando contribuir a que en las univer-
sidades colombianas se den espacios para pensar-construir-ensayar-experimen-
tar utopías y heterotopías, con las palabras de Pablo Dávalos:
Con la presente reflexión se quiere contribuir a las luchas de resistencia y 
liberación de nuestros pueblos. Este es un texto militante, en el que la epis-
teme dominante es puesta bajo sospecha. No es un texto académico en 
el sentido oficial del término, por la sencilla razón que la academia es un 
formato institucional que sustrae el orden del saber de sus condiciones 
históricas para utilizarlo como un recurso de poder. Es un texto que quiere 
reivindicar la necesidad de la desconfianza y la suspicacia con los discursos 
de poder y la urgencia de reinventar las utopías (Dávalos, 2011, p. 30).
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